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TRIBUNAL   ESTATAL DE JUSTICIA

ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 499/2019-3

PARTE ACTORA: 

********** 

AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL ORGANISMO OPERADOR DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE

CIUDAD VALLES, S.L.P.; Y OTRAS.

MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR 

San Luis Potosí, S.L.P., a veintiocho de septiembre de dos mil veinte.    

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 499/2019-3, promovido por ********** contra actos del Presidente de la Junta de Gobierno; Titular de la Dirección; Inspector o Notificador Habilitado adscrito a la Dirección; dichas autoridades pertenecientes al Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; y a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P.; y

R E S U L T A N D O

  UNICO.- Por auto de fecha veintinueve de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********por promoviendo juicio contencioso administrativo en  contra actos del Presidente de la Junta de Gobierno; Titular de la Dirección; Inspector o Notificador habilitado adscrito a la Dirección; dichas autoridades pertenecientes al Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; y a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., por la nulidad de los actos que se precisan: “A).- La Determinación como crédito o adeudo a mi cargo hasta por la cantidad de **********por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad de Valles, S.L.P., mediante recibo de cobro bajo el folio **********cuenta **********, sector **********, medidor **********, por el servicio de Agua, Drenaje y Saneamiento suministrado en ********** B).- La orden de Corte, suspensión o restricción de Suministro de Agua Potable, Drenaje y saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable,  Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto a la cuenta **********, Sector  **********, medidor  **********.; y C) Se reclama la ejecución de las órdenes dictadas por las responsables en total perjuicio de la suscrita.”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de los mismos el treinta de mayo de dos mil diecinueve, en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera; se concedió la suspensión del acto impugnado, a efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban, hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio y no se efectuara el corte o se limitara o restringiera el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento..- Por auto de fecha tres de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo al Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., por no contestando la demanda instaurada en su contra y, en consecuencia, se le tuvo por contestando en sentido afirmativo respecto de los hechos que se le atribuyeron, salvo prueba en contrario..-Por auto de fecha  primero de julio de dos mil veinte, se tuvo a la Licenciada **********, quien compareció en su carácter de Apoderada Legal de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., en representación del Presidente de la Junta de Gobierno y del Organismo de Agua Potable señalado, así como del Inspector adscrito al mismo Organismo operador de agua potable; se le indicó que el Apoderado Legal de las autoridades demandadas, carecía de legitimación para acreditar la personalidad ante este Tribunal, porque corresponde a las unidades jurídicas de las propias autoridades formular su contestación correspondiente y, en esa virtud, se tuvo a las autoridades Presidente de la Junta de Gobierno del Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., al Titular de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., y al Inspector o Notificador Habilitado adscrito a la Dirección mencionada, por no contestada la demanda y en consecuencia, se les tuvo por contestando en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Por otro lado, se tuvo a la parte actora por admitidas la prueba documental que adjuntó a su escrito de demanda, así como la instrumental de actuaciones y la presuncional, legal y humana, se fijó fecha para la celebración de la audiencia final. La cual tuvo verificativo las once horas del veintiocho de julio de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por la actora, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción I, 9º fracción III, 24 y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso que nos ocupa, al tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala, procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acompañando al escrito inicial de demanda el acto impugnado, consistente en el estado de cuenta folio ********** relativo a la Cuenta **********mismo que se encuentra a su nombre, documental que obra en foja 7 del expediente en que se actúa; documental referida, que hace prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En cuanto a las autoridades, Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P.; y Presidente de la Junta de Gobierno del Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; Titular de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; Inspector  o Notificador Habilitado adscrito a la Dirección mencionada; por acuerdo de tres de septiembre de dos mil diecinueve y  primero de julio de dos mil veinte, respectivamente se les tuvo a las citadas autoridades por no contestada la demanda y por contestando en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: A).- La determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el Estado de Cuenta  con folio ********** relativo a la Cuenta ********** por la cantidad de **********, emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.,**********B).- La orden de Corte, suspensión o restricción de Suministro de Agua Potable, Drenaje y saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable,  Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto a la cuenta **********, Sector **********, medidor **********.; y C) La ejecución de las órdenes dictadas por las responsables en total perjuicio de la actora.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En ese sentido, esta Sala Unitaria determina que en la especie se actualiza la causal de SOBRESEIMIENTO prevista por la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, misma que dicta lo siguiente:

“ARTICULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

“…V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado; …”

Dicha causal de sobreseimiento, consiste únicamente en cuanto a los actos señalados como impugnados por la parte actora en su escrito inicial de demanda, identificados con los incisos B) y C), mismos que se transcriben a continuación:

“B).- La orden de Corte, suspensión o restricción de Suministro de Agua Potable, Drenaje y saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable,  Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto a la cuenta **********, Sector **********, medidor **********.; y 

“C) Se reclama la ejecución de las órdenes dictadas por las responsables en total perjuicio de la suscrita.”;

Ello toda vez, que de la lectura del primer acto administrativo impugnado, consistente en el Estado de Cuenta con folio ********** relativo a la Cuenta  **********que la parte actora reclama en su escrito de demanda, no se desprende que del mismo exista una orden de corte, suspensión o restricción de suministro de agua potable y/o ejecución de las órdenes dictadas; aunado a que de las constancias que obran en autos, no se acreditan dichos actos vinculados a alguna modificación distinta a la entrega del estado de cuenta anteriormente referido; luego entonces, esta Sala Unitaria determina decretar el sobreseimiento del presente juicio en cuanto a los actos administrativos impugnados señalados con anterioridad; y exclusivamente respecto de la autoridad Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P.; habida cuenta que no se encuentra vinculada con el acto consistente en la determinación o adeudo del crédito fiscal combatido. 

Motivo por el cual, el presente juicio sólo se deja subsistente en cuanto al acto impugnado, señalado en el inciso A) del escrito de demanda.
Por último, se debe de hacer mención que de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advierta que en la especie se actualice alguna otra además de la ya precisada.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechos valer por las demandadas ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 y 5 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución de fondo de los argumentos que integran el primero y único concepto de impugnación que hace valer la promovente, el cual se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Primero y único concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“Primero.- Los actos impugnados se consideran ilegales violatorios de la garantía de Legalidad y Seguridad Jurídica consagrada a mi favor en el artículo 16 de nuestra Carta Magna; al no satisfacer los requisitos de legalidad que prevé tal norma constitucional.
“…Así en principio, debe señalarse que una orden o acto de autoridad que afecte a un particular como la que se reclama constituye un acto de molestia que para llevarse a cabo debe satisfacer ciertos requisitos, tales como que la orden respectiva debe ser por escrito, emitida por una autoridad competente, fundada y motivada, acto de molestia que, no cumple con tales requisitos; pues en primer término la determinación de un crédito por la cantidad de (…), carece de los requisitos de motivación y fundamentación; pues se emite con un consumo promedio de acuerdo a la Ley de Agua del Estado en los artículos 225 y 228; sin que se emita razonamiento alguno, del porque tal emisión de consumo promedio o el porque de la aplicación de tales disposiciones legales, nunca fue notificada oportunamente al suscrito, pues dicho crédito fue emitido el día **********y se establece como fecha de vencimiento el día **********, y fue entregado con fecha **********del presente año, siendo  que la demandada pretendió ejecutar el corte, limitación, restricción o suspensión del suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento; cuando apenas se estaba notificando un presunto adeudo por tal servicio, (…), por lo que constituye una violación a mis garantías  individuales y hace improcedente e ilegal tal acto de autoridad pues la demandada no precisa la causa generadora de la molestia, sin ordenamiento legal intenta en mi perjuicio, cortar, limitar, restringir o suspender el Suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento en mi domicilio (…), además de constituir un Derecho Humano, tal preferencia de uso doméstico  y público urbano es una cuestión de seguridad nacional; (…).”
“…Los actos impugnados que se atribuyen a la demandada (…), son violatorios de mis garantías de legalidad y seguridad jurídica, pues el artículo 178 de la propia ley de aguas, establece que los adeudos, a cargo de los usuarios y a favor de los organismos operadores Municipales, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, (…), sin que en el caso se advierta el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento.”
El concepto de impugnación trascrito es, por una parte, inoperantes, y por otra parcialmente fundados, atento a las consideraciones que a continuación se exponen: 

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es necesario precisar que el acto impugnado,  consiste en:
En el Estado de Cuenta folio ********** relativo a la Cuenta  ********** por la cantidad de **********, emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., del cual se desprenden los siguientes datos:

a) Se encuentra a nombre de la actora. 

b) Es respecto del inmueble ubicado en la calle **********c)**********Tiene el número de medidor **********.
d) Tiene número de cuenta **********e) Es el estado de cuenta con número de folio **********
f) Cuenta con 6 meses de atraso.

g) Señala como fecha de emisión el **********h) Señala como fecha de pago antes del doce de abril  de dos mil diecinueve.

i) Menciona el consumo anterior, la lectura anterior, la lectura actual, señalando el consumo del periodo consistente en 41 m3.
j) El periodo de lectura corresponde del 6-mar-19 al 4-abril-19.

k) Los conceptos de pago, son “DOCUMENTOS, AGUA”, “DRENAJE”, “SANEAMIENTO”, “REDONDEO APLICADO”, “RECARGOS”, “REZAGO SERV PROP.”, “MULTA” y “REZAGO CARGOS”; cuya sumatoria dan un total a pagar.

Conforme a lo anterior resulta inoperante lo vertido por la actora en cuanto  a lo siguiente: 

1.- A la falta de fundamentación y motivación de la orden de corte o suspensión de suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; ello en virtud de que tal y como quedó manifestado en el Considerando Cuarto de la presente resolución, se decretó el sobreseimiento de dichos actos, al considerar que no se acreditaba su existencia en el estado de cuenta impugnado, por lo cual se considera que parten de premisas falsas.

2.- En cuanto a  la manifestación  que  hace valer en contra de la notificación del corte o suspensión de servicio de agua, la cual refiere:
“…nunca fue notificada oportunamente al suscrito, pues dicho crédito fue emitido el día **********  y se establece como fecha de vencimiento el día ********** y fue entregado con fecha treinta de mayo del presente año, siendo  que la demandada pretendió ejecutar el corte, limitación, restricción o suspensión del suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento; cuando apenas se estaba notificando un presunto adeudo por tal servicio, pues nunca antes se había notificado  un presunto adeudo…”
Lo anterior en virtud de que, como se ha establecido, el acto impugnado se hace consistir en un estado de cuenta expedido para el pago de la contraprestación de un servicio público, específicamente el de abastecimiento de agua potable por parte del Organismo demandado, y no en la determinación de un crédito; asimismo, tal y como se expresó en párrafos anteriores, en el acto impugnado no se decreta el corte o suspensión del servicio de agua potable.

Por otra parte y con independencia de lo anterior, esta Sala advierte que dicha notificación no le casusa perjuicio a la parte actora, ya que como lo manifiesta, le fue notificado el estado de cuenta para su cobro, con anterioridad de la fecha de pago.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), con datos, rubro y contenido siguientes: Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida..- Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.”

3.- Resulta inoperante, en cuanto a los argumentos que  señala: 
“…carece de los requisitos de motivación y fundamentación; pues se emite con un consumo promedio de acuerdo a la Ley de Agua del Estado en los artículos 225 y 228; sin que se emita razonamiento alguno, del porque tal emisión de consumo promedio o el porque de la aplicación de tales disposiciones legales…”

(Lo resaltado es nuestro)

Ello, en virtud de que se parte de una premisa falsa, al manifestar la parte actora, que en el texto del acto impugnado se advierte que dicho consumo promedio se establece en base a lo dispuesto por los artículos 225 y 228 de la Ley de Aguas para el Estado; sin embargo, respecto del contenido del recibo que constituye el acto impugnado, en ninguna parte del mismo se aprecia que exista lo manifestado por la parte actora, es decir, que se le esté cobrando bajo la modalidad de “consumo promedio”.

Aunado a lo anterior, se debe de hacer mención, que lo que sí se advierte del acto impugnado, es que contiene datos de lectura del servicio de agua potable, dando un consumo del periodo por  41m3, por lo que en dicho contexto se presume que la modalidad del servicio que se le está aplicando es el de “servicio medido”, y no el que manifiesta la parte actora consistente en el “consumo promedio”.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), con datos, rubro y contenido siguientes: Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326.

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida..- Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.”

Por otra parte, resulta fundado el concepto de impugnación que se analiza, en las manifestaciones que vierte la actora relativas a que el acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación, donde se ubica lo referente al origen de la determinación o las causas generadoras del acto, que deben revestir los actos decisorios de la autoridad; pues en efecto, la autoridad demandada fue omisa en el cumplimiento de los requisitos formales previstos en la Ley de Aguas para el Estado y la Ley de Cuotas y Tarifas consultadas, los cuales se han venido analizando en el presente considerando. 

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar los requisitos exigidos por las leyes aplicables para el cobro del servicio público del agua.
En primer término, tal y como se ha manifestado con anterioridad, el acto impugnado se hace consistir en un recibo de pago de la contraprestación de un servicio público, específicamente el de abastecimiento de agua potable y otros conceptos por parte del Organismo demandado.
En ese sentido, se tiene que en dicho acto impugnado, el Organismo demandado determina diversas contraprestaciones por los servicios de agua potable, drenaje y saneamiento; mismas que corresponden a conceptos de pago derivados de un servicio prestado que son susceptibles de cobro de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en relación con la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de dicho Organismo Operador.

Motivo por el cual es de considerarse que el mismo debe de contener como fundamentación y motivación los requisitos exigidos por la Ley de Aguas para el Estado, y de los cuales permitan establecer los datos necesarios y suficientes, para que la parte actora tenga pleno conocimiento del cobro de la contraprestación que se le está realizando por el servicio de agua potable; aunado al derecho que tiene como usuario consistente en recibir oportunamente el recibo correspondiente, con el fin de poder reclamar errores en los mismos; tal y como se establece en el artículo 188 fracción VIII, de la Ley de Aguas citada, que se transcribe a continuación:

“ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:

“…VIII. Conocer con debida anticipación el régimen tarifario y recibir oportunamente los recibos correspondientes, así como reclamar errores en los mismos;…”

Así, con el fin de poder establecer dichos requisitos que se pueden considerar como mínimos, atendiendo al pago de un servicio público; tenemos que, según lo establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado, es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados, no edificados –cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; de acuerdo con el artículo 143 de la Ley de Aguas para el Estado, es obligación de los Organismos prestadores, la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo. 

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el artículo 146 de la citada Ley de Aguas; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido, de conformidad con lo previsto en el artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos del Organismo Operador de Agua Potable; distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquéllos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio de los tres últimos periodos de pago, de acuerdo con lo establecido en el artículo 9 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada. En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, refiere en su artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la citada Ley.
En esa tesitura, esta Tercera Sala sostiene que el acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación.
Lo anterior es así, toda vez que del análisis efectuado al acto que se impugna, se advierte que el mismo no contiene motivación ni fundamentación alguna relativa al cobro de los diversos conceptos incluidos en el estado de cuenta de que se trata; ya que como lo menciona la parte actora, no se desprende disposición legal alguna que determine la facultad de la autoridad demandada para emitir el acto impugnado, el procedimiento de cobro, la modalidad del servicio, las cuotas y tarifas aplicadas.

Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia de cobro del estado de cuenta  folio **********de la cuenta**********y demás conceptos de pago que se establecen a cargo de la parte actora, como usuario del servicio de agua potable, en términos del artículo 16 Constitucional, la Ley de Aguas para el Estado y la Ley de Cuotas y Tarifas; incumpliendo además, con los elementos, requisitos y reglas aplicables, para la exigencia del acto, de acuerdo con el artículo 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado; ya que no señala ningún fundamento legal relacionado con su facultad para emitir el acto impugnado, el procedimiento de cobro, la modalidad del servicio, las cuotas y tarifas aplicadas.
Por último, en cuanto a las afirmaciones que vierte la parte actora, consistentes  en que: 

“…Los actos impugnados que se atribuyen a la demandada Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., son violatorios de mis garantías de legalidad y seguridad jurídica, pues el artículo 178 de la propia ley de aguas, establece que los adeudos, a cargo de los usuarios y a favor de los organismos operadores Municipales, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales,  y el artículo 179 de la misma ley, (…).”

En primer término, se debe de manifestar que en dicho concepto de impugnación, la parte actora únicamente se limita a manifestar que dentro de las facultades del Director General del Organismo Operador, se encuentran la de determinar y cobrar a través del procedimiento administrativo de ejecución los adeudos de los usuarios, y por otra parte manifiesta lo establecido en el artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado.

En ese sentido, se tiene que resulta ser parcialmente fundado dicho concepto de impugnación, en virtud de las siguientes consideraciones:

Es infundado, en cuanto a manifestar la parte actora las disposiciones legales del procedimiento administrativo de ejecución, ya que del acto impugnado se desprende que la autoridad demandada no ha iniciado el procedimiento aludido por la parte actora, previsto por el Código Fiscal del Estado, por lo tanto no se puede analizar el cumplimiento de dichas formalidades; lo anterior se asegura, ya que tal y como ha quedado precisado en el apartado identificado con el número tres arábigo, denominado “Análisis del Acto Impugnado” del presente considerando, el acto impugnado, únicamente se hace consistir en el estado de cuenta y/o recibo con número de folio ********** de la Cuenta ********** mismo que es emitido con la finalidad de dar a conocer al usuario del servicio, los datos suficientes para que pueda realizar el pago de la prestación del servicio de agua potable; tal y como se establece en el artículo 188 fracción VIII, de la Ley de Aguas para el Estado, disposición legal que se transcribe a continuación:

“ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:

“…VIII. Conocer con debida anticipación el régimen tarifario y recibir oportunamente los recibos correspondientes, así como reclamar errores en los mismos; …”

No obstante, resulta fundado lo que refiere la parte actora en su concepto de impugnación, al limitarse a señalar el contenido del artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado, el cual refiere que los adeudos de los usuarios se cobrarán mediante el procedimiento administrativo de ejecución; ello en cuanto a que en el recibo impugnado, si bien es cierto, no es el inicio del procedimiento administrativo de ejecución, también lo es, que se desprende de su contenido, que le señalan diez meses de atraso, circunstancia en la que se actualiza aplicar dicho procedimiento.

Por lo que, puede concluirse que la autoridad demandada al emitir un estado de cuenta para el cobro del periodo de la contraprestación del servicio del agua potable y demás conceptos, ya sea mensual o bimestral; no debe incluir cobros por adeudos anteriores o atrasados de periodos distintos, ya que dicha situación se tendría que realizar con el inicio del procedimiento administrativo de ejecución, en términos de los artículos 14 fracción XX, 92 fracción XI, 100 fracción VII y 179, de la Ley de Aguas para el Estado, al tratarse de adeudos anteriores por periodos o meses atrasados que tienen su propio trámite establecido en la Ley de Aguas citada y el Código Fiscal del Estado, siendo ilegal incluirlos en la facturación del recibo o estado de cuenta.

 En esa tesitura, ante la falta de fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que el Estado de Cuenta  con folio ********** relativo a la Cuenta  ********** se ubica en la causal de ILEGALIDAD E INVALIDEZ prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que conlleva a decretar su NULIDAD PARCIAL, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio Código Procesal Administrativo. Circunstancia que no limita, las atribuciones y facultades de la autoridad demandada para desahogar el procedimiento administrativo de ejecución, en el caso de los adeudos anteriores por atraso en el pago de los períodos correspondientes, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Aguas para el Estado y el Código Fiscal del Estado.

Siendo pertinente aclarar, los motivos y razones por las cuales opera la nulidad parcial del acto impugnado, cuestión fundada en que el asunto que nos ocupa, esencialmente deriva de la impugnación manifestada por la parte actora, en el sentido de que el acto recurrido se emitió sin sustento legal alguno, ya que no se encuentra fundado ni motivado, aunado a que existe omisión de las reglas, requisitos o elementos exigidos por la ley; supuesto en el cual, la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual, se decretó la nulidad parcial del acto impugnado, para los efectos especificados más adelante.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 194116, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Abril de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: III.2o.A.54 A, Página: 571, que establece:

“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese, la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada..- Revisión fiscal 133/99. Columba Enriqueta Alcaraz Beatriz. 25 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gustavo de León Márquez..- Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 455, tesis VIII.2o. J/24, de rubro: ‘SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.’.”

Con fundamento en lo ordenado por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo en consulta, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; la autoridad demandada, deberá expedir un nuevo acto, en el que funde y motive su facultad para emitir el recibo o estado de cuenta, el procedimiento de cobro, la modalidad del servicio, las cuotas y tarifas aplicadas, y se abstenga de cobrar los meses de adeudo; de lo cual, deberá informar a este Tribunal, acompañando inclusive, copia certificada de los acuerdos, oficios o diligencias realizadas para el cumplimiento de esta sentencia.

Cabe puntualizar, que de acuerdo con el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado, si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, esta Sala Unitaria, oficiosamente deberá declarar la preclusión del derecho de hacerlo, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; y que, aun cuando mediante proveído de fecha primero de julio de dos mil veinte, se hizo efectivo el apercibimiento respectivo, por las causas precisadas; no fue tomada en cuenta la confesión ficta de las autoridades a favor de la parte actora, por existir prueba en contrario en autos, aportada por la propia accionante, como lo es el propio acto impugnado, consistente en el estado de cuenta con número de folio ********** relativo a la Cuenta ********** emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., por la cantidad total **********,  mismo que obra en fojas 7 de esta sumario y que fue motivo de análisis por parte de esta Sala Unitaria que permitió arribar a la conclusión decretada.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala Unitaria le prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, le requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones I, III, V y VI, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 217, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, respecto de los actos marcados como B) y C), así como por la autoridad Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., por las razones expuestas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del estado de cuenta con número de folio ********** relativo a la Cuenta  **********decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y derivado de la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia del Coronavirus Covid-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González

Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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